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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 1223/2024-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

AYUNTAMIENTO DE SAN MARÍA DEL RÍO, SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.

San Luis Potosí, S.L.P., 29 de mayo de dos mil veintiséis. 
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 1223/2024-3, promovido por **********contra del Ayuntamiento de San María del Río, San Luis Potosí; Presidenta Municipal del Ayuntamiento de San María del Río, y Síndico Municipal del Ayuntamiento de San María del Río, San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha cinco de diciembre de dos mil veinticuatro, comparecieron********** demandando al Ayuntamiento de San María del Río, San Luis Potosí; Presidenta Municipal del Ayuntamiento de San María del Río, y Síndico Municipal del Ayuntamiento de San María del Río, San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto: 
“Omisión y negativa de las autoridades demandadas de pagar a los actores conforme a lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de nuestra función como ********** San Luis Potosí, administración 2021-2024, de los siguientes conceptos:

A). El denominado indistintamente dieta y/o sueldos y/o bonos y/o prestaciones, que haciende a la cantidad de $15,300.00 (quince mil trescientos pesos 00/100 m.n.) POR QUINCENA; por lo que hace a **********, ********** se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024; respecto a **********, ********** Representación Proporcional 1 se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de junio, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024; a ********** ********** de Representación Proporcional 2 se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de junio, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024; y a ********** ********** de Representación Proporcional 3 se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de junio, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024.

B). Se nos adeuda el pago del aguinaldo proporcional del año 2024 correspondiente al período comprendido del 01 de enero al 30 de septiembre del año 2024 es decir 37.5 días por la dieta y/o sueldos diarios y que haciende a la cantidad de $38,250.00 (treinta y ocho mil doscientos cincuenta pesos 00/100 m.n.), considerando que el salario diario bruto que percibíamos era por la cantidad de $1,020.00 (mil veinte pesos 00/100 m.n.).
C). Se nos adeuda el pago por concepto de vacaciones y prima vacacional correspondiente al período comprendido del 01 de octubre del año 2021 al 30 de septiembre del año 2024.”
II.- Por auto de fecha siete de  enero de dos mil veinticinco,  se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades  demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.

III.-Por proveído de fecha seis de junio de dos veinticinco, se tuvo a las demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, se ordenó correr traslado a la parte actora con copia del escrito de contestación para que manifestará lo que a su derecho correspondía, se admitieron las pruebas correspondientes de las partes.
IV.- Por auto de fecha  dieciséis de julio de dos mil veinticinco se  fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
V.-Con fecha veintisiete de agosto de dos mil veinticinco, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de representante alguno de las autoridades demandadas; el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y desahoga la prueba testimonial ofrecida por la parte actora, se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon por las partes; se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción, porque se impugna un acto donde se reclama el pago de haberes y demás prestaciones a un **********, en la cual se ejerce jurisdicción.

Lo anterior es así, habida cuenta que se está en presencia del reclamo de una persona que fungió como ********** en el período 2021 - 2024, quienes impugnan el pago de haberes correspondientes y demás prestaciones, que no les fueron pagados durante su gestión; motivo por el cual, es evidente que actúan como particular, por haber dejado de prestar sus servicios para el Gobierno Municipal mencionado. 

Por tanto, la reclamación de los promoventes no es de naturaleza laboral por exclusión de lo previsto en los artículos 7° y 8° de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, donde se define el concepto de trabajador para efectos de dicho ordenamiento legal, y además se establece que los tipos de trabajadores son de base, eventuales o de confianza, sin que dentro de esa clasificación queden comprendidos quienes prestan sus servicios a las autoridades por virtud de una asignación de elección popular; luego entonces, en la especie se está frente a una relación administrativa generada entre el H. Ayuntamiento de Santa María del Rio, S.L.P., **********y por ende, su conocimiento corresponde a este Tribunal, que se encuentra facultado para conocer y resolver las controversias suscitadas entre las autoridades administrativas del Poder Ejecutivo o de los Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí con los particulares, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí.
Tiene aplicación la Tesis de Jurisprudencia con Registro digital: 2028303, Instancia: Segunda Sala,  Undécima Época,  Materias(s): Administrativa, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 35, Marzo de 2024, Tomo IV, página 3867 que dice: 
“COMPETENCIA POR MATERIA. CORRESPONDE AL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO LOCAL CONOCER DE LA DEMANDA PRESENTADA POR UN SERVIDOR PÚBLICO DE ELECCIÓN POPULAR (REGIDOR DE UN AYUNTAMIENTO) PARA IMPUGNAR, UNA VEZ CONCLUIDO SU ENCARGO, LA OMISIÓN O NEGATIVA DE PAGO DE DIVERSAS CANTIDADES QUE DEJÓ DE PERCIBIR DURANTE EL PERIODO EN QUE DESEMPEÑÓ ESA FUNCIÓN. Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes adoptaron posturas discrepantes al analizar cuál órgano jurisdiccional es competente para conocer de la demanda presentada por un servidor público de elección popular, como lo es el regidor del Ayuntamiento, mediante la cual impugna, una vez que concluyó su función, la omisión o negativa de pago de diversas cantidades que dejó de percibir durante el periodo en que desempeñó el cargo. Mientras que uno consideró que es competente el Tribunal Administrativo Local, el otro determinó que lo es el Tribunal Electoral Estatal.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el Tribunal Administrativo local sí tiene competencia para conocer de la acción que ejercite un servidor público de elección popular, como es un regidor del Ayuntamiento, mediante la cual demande, una vez concluido su encargo, la omisión o negativa de pago de diversas cantidades que dejó de percibir durante el periodo en que desempeñó tal función.

Justificación: De acuerdo con los preceptos 115 y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Estados de la República Mexicana tienen como base de su división territorial y, de su organización política y administrativa al Municipio libre, el cual será gobernado por un Ayuntamiento, integrado por un Presidente Municipal, así como el número de regidores y síndicos que la ley determine. También prevén que los Municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley, por lo que administrarán libremente su hacienda, de ahí que los presupuestos de egresos serán aprobados por los Ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles y deberán incluir los tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban los servidores públicos municipales, como son aquellos designados por elección popular directa. Ahora bien, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que los actos de naturaleza administrativa son aquellas declaraciones de voluntad unilaterales y concretas dictadas por un órgano de la administración pública en ejercicio de su competencia administrativa, cuyos efectos son directos e inmediatos. En el caso, si una vez que concluyó su encargo como servidor público electo por votación popular directa, como es un regidor, demanda al Ayuntamiento la omisión o la negativa de pagarle diversas cantidades que a su consideración dejó de percibir durante el tiempo en que desempeñó tal puesto, entonces se estima que tal acción es de naturaleza administrativa, ya que su pretensión es impugnar un acto que deriva de la voluntad unilateral y concreta de un órgano de la administración pública municipal, como es el Ayuntamiento al que pertenecía, el que en ejercicio de su competencia administrativa, maneja libremente su hacienda pública, en donde están contempladas las remuneraciones que perciben ese tipo de servidores públicos, de conformidad con los preceptos 115 y 127 de la Constitución Federal, por lo que la competencia para conocer tal acción es del Tribunal Administrativo Estatal. Cabe destacar que si bien se trata de un servidor público designado por elección popular directa, lo cierto es que la acción intentada no es una cuestión de materia estrictamente electoral, ya que no se analizará el régimen conforme al cual se logró su elección o nombramiento, a través del voto de los ciudadanos y dentro de un proceso democrático, de las personas que han de fungir como titulares de órganos de Poder representativo del pueblo, a nivel municipal, es decir, no versa sobre procesos electorales o sobre el ejercicio de los derechos político-electorales ni se relaciona directa o indirectamente con tales procesos ni pudiera influir en ellos de una u otra manera, sino que se refiere a la omisión o negativa de pagarle retribuciones o remuneraciones que a su parecer debió recibir durante el desempeño de su encargo y que no percibió. Tampoco es de naturaleza laboral por la acción intentada por un servidor público de un Ayuntamiento designado como regidor por elección popular directa, pues no deriva de una relación de trabajo que se rija conforme al precepto 123 de la Constitución Federal, sino que emana de su designación en el cargo (regidor) el cual fue por elección popular directa.

Contradicción de criterios 156/2023. Entre los sustentados por el Pleno del Segundo Circuito, el Pleno del Décimo Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Circuito, el entonces Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito (actualmente Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito) y el Pleno Regional en Materia de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de México. 6 de diciembre de 2023. Cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón.

Tesis y criterios contendientes: El Pleno del Segundo Circuito, al resolver la contradicción de tesis 15/2013, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.II. J/12 A (10a.), de rubro: "TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. ES INCOMPETENTE PARA CONOCER DE LA DEMANDA ENTABLADA POR UN EX REGIDOR EN LA QUE SE RECLAMA LA NEGATIVA DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE PAGARLE DIVERSAS CANTIDADES QUE DEJÓ DE PERCIBIR DURANTE EL TIEMPO EN QUE FUNGIÓ CON TAL CALIDAD.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de junio de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, Tomo II, junio de 2015, página 1482, con número de registro digital: 2009296, y El Pleno Regional en Materia de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de México, al resolver la contradicción de criterios 39/2023, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PR.L.CS. J/17 L (11a.), de rubro: "COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DE LA DEMANDA EN LA QUE SE IMPUGNA LA OMISIÓN DE PAGO DE DIVERSAS CANTIDADES QUE DEJÓ DE PERCIBIR QUIEN OCUPÓ EL CARGO DE REGIDOR DEL AYUNTAMIENTO MUNICIPAL CONSTITUCIONAL DE ACAPULCO DE JUÁREZ, GUERRERO. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE GUERRERO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de mayo de 2023 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 25, Tomo III, mayo de 2023, página 2484, con número de registro digital: 2026383.

Tesis de jurisprudencia 6/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de treinta y uno de enero de dos mil veinticuatro. 

Esta tesis se publicó el viernes 01 de marzo de 2024 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de marzo de 2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021.”
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

Los promoventes comparecieron por derecho propio; acreditando el  carácter de ********** con que comparecen con las documentales que obra en fojas 20 y 21, consistente en la copia del Periódico Oficial del Estado relativo a la Declaración de Validez de la Elección de los 58 cincuenta y ocho Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí, periodo 201-2024. 

La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentran legalmente acreditadas, con la copia certificada del  nombramiento que lo acredita relativa a la Constancia de Validez  y Mayoría de la Elección de Ayuntamiento de  Santa María del Rio, S.L.P, y  conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, consiste su escrito de demanda en determinar la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos:  
“Omisión y negativa de las autoridades demandadas de pagar a los actores conforme a lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de nuestra función ********** San Luis Potosí, administración 2021-2024, de los siguientes conceptos:

A). El denominado indistintamente dieta y/o sueldos y/o bonos y/o prestaciones, que haciende a la cantidad de $15,300.00 (quince mil trescientos pesos 00/100 m.n.) POR QUINCENA; por lo que hace a **********, ********** se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024; respecto a **********, ********** de Representación Proporcional 1 se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de junio, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024; a ********** ********** de Representación Proporcional 2 se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de junio, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024; y a ********** ********** de Representación Proporcional 3 se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de junio, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024.

B). Se nos adeuda el pago del aguinaldo proporcional del año 2024 correspondiente al período comprendido del 01 de enero al 30 de septiembre del año 2024 es decir 37.5 días por la dieta y/o sueldos diarios y que haciende a la cantidad de $38,250.00 (treinta y ocho mil doscientos cincuenta pesos 00/100 m.n.), considerando que el salario diario bruto que percibíamos era por la cantidad de $1,020.00 (mil veinte pesos 00/100 m.n.).
C). Se nos adeuda el pago por concepto de vacaciones y prima vacacional correspondiente al período comprendido del 01 de octubre del año 2021 al 30 de septiembre del año 2024.”
Actos administrativos que determina la presente controversia, los cuales fueron señalados por la parte actora conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

Advirtiéndose por parte de esta Tercera Sala Unitaria, que en la especie se actualiza la causal de improcedencia y sobreseimiento que refiere el artículo 229 fracción V y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el numeral 7° fracción I de la Ley Orgánica Del Tribunal Estatal De Justicia De San Luis Potosí, los cuales refieren textualmente:

Artículo 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

“…V. Cuando de las constancias de autos apareciere

claramente que no existe el acto impugnado;
“…VIII. En los demás casos en los que por disposición legal exista impedimento para emitir resoluciones en cuanto al fondo. 
El sobreseimiento deberá examinarse de oficio, puede ser total o parcial, y no prejuzga sobre la responsabilidad en que hubiese incurrido la autoridad demandada al ordenar o ejecutar el acto combatido. “

 “Artículo 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes: 
“…I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades; (…).”
Causal de sobreseimiento que se actualiza, a virtud de que no acredito en autos la existencia del acto impugnado que se hace consistir en el acto donde demuestre y acredite la omisión y negativa de las autoridades demandadas de pagarles  conforme a lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de su función, para poder estar en posibilidades de  entrar al estudio de ese acto en cuanto a us ilegalidad y legalidad, ello en base a las siguientes consideraciones que se detallan:

 Como se desprende del escrito de demanda que obra a fojas 7  y 8, los actores se encuentran reclamando como “LA RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA”, literalmente lo siguiente: 

“…Omisión y negativa de las autoridades demandadas de pagar a los actores conforme a lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de nuestra función como ********** Potosí, administración 2021-2024, de los siguientes conceptos:

A). El denominado indistintamente dieta y/o sueldos y/o bonos y/o prestaciones, que haciende a la cantidad de $15,300.00 (quince mil trescientos pesos 00/100 m.n.) POR QUINCENA; por lo que hace a **********, ********** se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024; respecto a **********, ********** de Representación Proporcional 1 se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de junio, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024; a ********** ********** de Representación Proporcional 2 se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de junio, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024; y a ********** ********** de Representación Proporcional 3 se adeuda el pago correspondiente a las quincenas de fechas 31 de marzo, 15 de junio, 15 de septiembre y 30 de septiembre, todas del año 2024.

B). Se nos adeuda el pago del aguinaldo proporcional del año 2024 correspondiente al período comprendido del 01 de enero al 30 de septiembre del año 2024 es decir 37.5 días por la dieta y/o sueldos diarios y que haciende a la cantidad de $38,250.00 (treinta y ocho mil doscientos cincuenta pesos 00/100 m.n.), considerando que el salario diario bruto que percibíamos era por la cantidad de $1,020.00 (mil veinte pesos 00/100 m.n.).
C). Se nos adeuda el pago por concepto de vacaciones y prima vacacional correspondiente al período comprendido del 01 de octubre del año 2021 al 30 de septiembre del año 2024.”
(lo resaltado es nuestro)
Señalando como “PRETENSION QUE SE DEDUCE EN JUICIO” lo que en forma medular refiere:    

“…Que este Tribunal declare la nulidad lisa y llana del acto administrativo consistente en la omisión y negativa de las autoridades demandadas de pagar a los actores conforme a lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de nuestra función ********** administración 2021-2024, de los conceptos descritos a supra líneas y en consecuencia delos anterior ordene su pago.”
(lo resaltado es nuestro)
Bajo esa premisa, se obtiene que los promoventes se encuentran impugnando como actos, una omisión y negativa de las autoridades demandadas de pagar a los actores conforme a lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de nuestra función **********; y por lo que reclaman en general el pago  de los siguientes conceptos: El denominado indistintamente dieta y/o sueldos y/o bonos y/o prestaciones, el pago del aguinaldo proporcional, y el pago por concepto de vacaciones y prima vacacional.
En esa tesitura los accionantes  ofrecieron como probanzas de su parte para acreditar el acto impugnado, las documentales que refieren en su escrito de demanda y que fueron admitidas y desahogadas según su naturaleza, visibles en autos a fojas 20 a la 212 de este sumario, consistentes en: En el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí publicado el 15 de enero de 2024; En el Estado de Cuenta del Mes de marzo, septiembre de 2024, emitido por la Institución de Crédito Banco Mercantil del Norte (Banorte) cuyo titular es **********; En el Estado de Cuenta del Mes de marzo, junio y septiembre  de 2024, emitido por la Institución de Crédito Banco Mercantil del Norte (Banorte) cuyo titular es **********; En el Estado de Cuenta del Mes de marzo y junio y septiembre  de 2024, emitido por la Institución de Crédito Banco Mercantil del Norte (Banorte) cuyo titular es **********; En el Estado de Cuenta del Mes de marzo y junio y septiembre  de 2024, emitido por la Institución de Crédito Banco Mercantil del Norte (Banorte) cuyo titular es **********; el informe rendido por Banco Mercantil Del Norte, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Banorte, mismo que obra a fojas 194 a la 276 de este expediente,  y la prueba Testimonial a cargo de **********; probanzas antes citadas, que adquieren valor probatorio pleno de acuerdo para acreditar lo inserto en ellas conforme lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74, 75 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Medios probatorios que analizados en forma conjunta resultan insuficientes para tener a la parte actora por acreditando plenamente la existencia del acto impugnado consistente en la omisión y negativa de las autoridades demandadas de pagar a los actores conforme a lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de nuestra función como ********** Potosí; pues si bien ofrece documentales donde acredita los cargos que tenían en dicho ayuntamiento y los sueldos que percibían, lo está también que de estos no se desprende  la omisión de pago de las prestaciones de que se duelen para poder analizar su ilegalidad.
A mayor abundamiento es menester señalar, que se advierte en autos de este expediente que el actor no aporto elementos de prueba o de convicción suficientes para justificar y acreditar que los actos reclamados en el presente juicio existen, circunstancia que determina que el actor no cumplió con la carga probatoria que le correspondía de acreditar la existencia del acto reclamado consistente en la omisión y negativa de las autoridades demandadas de pagarles lo que refieren como haberes y prestaciones conforme a lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de nuestra función como **********, San Luis Potosí.
Ya que tratándose de un proceso contencioso administrativo, donde la naturaleza del acto que impugna es administrativa, se requiere la existencia del acto administrativo emitido por la autoridad demandada donde en este caso, conste la omisión o negativa que reclama respecto a lo solicitado por los promoventes de que les sean pagados conforme lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de nuestra función **********; respecto de la dieta y/o sueldos y/o bonos y/o prestaciones, el pago del aguinaldo proporcional, y el pago por concepto de vacaciones y prima vacacional.

Acto administrativo  cuyo objeto consiste en producir efectos jurídicos  para crear, modificar, transferir o extinguir derechos y obligaciones para las partes que es la finalidad del análisis de legalidad de este Tribunal Contencioso Administrativo. 
De manera que resulta insuficiente el reclamo que hacen del pago de los haberes que dicen les adeudan por motivo de su encargo de elección popular, para que sea examinado en esta Sala Unitaria, pues requieren acreditar el acto administrativo donde se genere el posible agravio para el gobernado, que en el presente caso nos ocupa es la omisión o negativa de las autoridades demandadas del pago que les reclaman, por lo que, necesariamente este Tribunal  por tratarse de un proceso contencioso requiere para su análisis el acto administrativo donde la administración pública externe su decisión por medio de un acto de molestia donde, crear, modificar, transferir o extinguir derechos y obligaciones para las partes,   emitida por la autoridad a quien competa decidirla en el orden jurídico correspondiente.
En este contexto, conforme a lo dispuesto en los artículos 7° fracción I de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los diversos 2°, 217, 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, la procedencia del Juicio Contencioso Administrativo ante este Tribunal se circunscribe a conocer las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades. 

De los dispositivos legales citados con antelación, se colige que la falta de pago que deriva de lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de la función de los actores como **********,  de sus haberes y prestaciones, por sí mismo, no pueden constituir de ninguna manera un acto administrativo, que a su vez sea susceptible de impugnación a través del juicio de nulidad, toda vez que no refleja la última voluntad de la autoridad con quien deba cumplir con dicho acto administrativo, en consecuencia, para que la falta de pago estipulada en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de la función de los actores como **********; pueda ser susceptible de análisis por parte de este Órgano Jurisdiccional, se requiere que los promoventes previamente realicen las gestiones de solicitud de pago ante la autoridad que corresponda, a fin de que en su caso, dicha autoridad sea la que emita la resolución expresa o ficta recaída a su petición, pues la procedencia del juicio contencioso administrativo queda supeditada a la existencia de un acto o una resolución definitiva; lo que en el particular no se actualiza.
De ahí, para el caso de que se pretenda impugnar en la vía contencioso administrativa algún tema relacionado con el pago derivado del incumplimiento en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al ********** no basta con que se afirme que existe un incumplimiento de pago por parte de la demandada y que a la fecha no han dado cumplimiento total del pago; es necesario que los  accionantes previamente le demande y acredite la existencia de un acto de autoridad que tenga el carácter de definitivo en ese procedimiento, para que sea precisamente el acto que al efecto emita la autoridad donde se contenga la manifestación de no cumplir con ese pago, la que haga procedente la vía, porque será el acto o resolución que le cause perjuicio.

En esa tesitura del análisis que se hace de las constancias que obran en este juicio se advierte que los promoventes no aportaron elementos de prueba o de convicción suficientes para justificar y acreditar que la existencia del acto reclamado en el presente juicio, circunstancia que determina que no cumplió con la carga probatoria que le correspondía.
Robustece lo anterior, el criterio sostenido en la Tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 2022835,  Instancia: Segunda Sala,  Décima Época,  Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 63/2020 (10a.),  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 84, Marzo de 2021, Tomo II, página 1777, cuyo rubro y contenido son del tenor literal siguiente: 

“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CUANDO SE DEMANDA EL PAGO DERIVADO DEL INCUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DE UN CONTRATO DE OBRA PÚBLICA, Y NO EXISTA ACTO DE AUTORIDAD QUE TENGA EL CARÁCTER DE DEFINITIVO. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron sobre la procedencia del juicio contencioso administrativo cuando se reclama el pago derivado del cumplimiento de un contrato de obra pública; mientras uno de ellos sostiene que es necesario aplicar el principio de interpretación más favorable, de modo que se acepte la procedencia del juicio, aun cuando no exista una resolución, acto o procedimiento emitido por autoridad, que tenga el carácter de definitivo; el otro sostuvo que se requiere una resolución que tenga el carácter de definitiva, o bien, en su caso, elevar una solicitud ante la autoridad respecto al pago de las cantidades reclamadas para que le recaiga una negativa ficta o expresa, que constituya esa última voluntad; sin que el principio de interpretación más favorable implique inobservar los diversos principios constitucionales y legales del sistema jurídico mexicano, tal como se sostiene en la jurisprudencia de esta Segunda Sala 2a./J. 56/2014 (10a.).

“Criterio jurídico: Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima que la sola afirmación sobre el incumplimiento de las cláusulas de un contrato de obra pública es insuficiente para hacer procedente el juicio contencioso administrativo federal.

“Justificación: Lo anterior, atendiendo a que los artículos 14 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (abrogada) y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de manera expresa establecen que es necesaria la existencia de una resolución definitiva. Entonces, para demandar un tema relacionado con el pago derivado del incumplimiento a las cláusulas de un contrato de obra pública, es necesario que el gobernado previamente requiera el cumplimiento respectivo, para generar el acto donde la autoridad manifieste su voluntad de no cumplir con lo pactado, porque será el acto o resolución que le cause perjuicio; o bien, en su caso, ante la omisión de respuesta, se actualizará la negativa ficta que haga procedente el juicio contencioso administrativo. Lo anterior no riñe con el derecho fundamental de acceso a la impartición de justicia, porque las condicionantes previstas en la ley para la procedencia del juicio contencioso administrativo no privan a los gobernados de los derechos consagrados en la Norma Fundamental, ya que el legislador únicamente está ejerciendo la facultad conferida constitucionalmente. Además, por razones de seguridad jurídica, para la correcta y funcional administración de justicia y para la efectiva protección de los derechos de las personas, los Estados pueden y deben establecer presupuestos y criterios de admisibilidad, de carácter judicial o de cualquier índole, de los recursos internos; de manera que si bien es cierto que dichos recursos deben estar disponibles para el interesado y resolver efectiva y fundadamente el asunto planteado y, en su caso, proveer la reparación adecuada, también lo es que no siempre y en cualquier caso cabría considerar que los órganos y tribunales internos deben resolver el fondo del asunto que se les plantea, sin que importe verificar los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia del recurso intentado.”

Es menester señalar, que del análisis íntegro del escrito de demanda, no se advierte que el actor  haya manifestado desconocer resolución expresa o ficta alguna por parte de las demandadas donde le negara el pago que le corresponde en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de la función de los actores como **********, San Luis Potosí, en análisis, que constituyera, en su caso, la omisión de respuesta, que actualizará la negativa ficta, ya que únicamente señala que demanda la omisión y negativa de las autoridades demandadas de pagar a los actores conforme a lo estipulado en el Presupuesto de Egresos del año 2024 correspondiente al desempeño de nuestra función ********** administración 2021-2024, extremos que no fue acreditado en este procedimiento.

Por lo anterior, cabe señalar que el artículo 380, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, aplicable supletoriamente al Código de la materia, por disposición del  numeral 217, párrafo segundo, indica literalmente lo siguiente:

“Articulo 380.- Los actos que conforme a la Ley deben hacerse constar por escrito, no podrán ser comprobados por simples presunciones.”

En consecuencia, ante la ausencia de una resolución expresa o ficta, emitida por autoridad alguna y toda vez que el propio actor refiere  impugnar la falta de pago, misma que constituye una omisión; por tanto, no se actualiza supuesto alguno de procedencia conforme al numeral 7° de la Ley Orgánica de este Tribunal, en consecuencia, se configura un motivo manifiesto e indudable de improcedencia y de acuerdo a lo dispuesto en los numerales 228 fracciones X, XI y 239 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.
En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, concluye que procede una de las causales de improcedencia contendida en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo del Estado, en relación con el numeral 7° fracción I de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, por lo que es procedente decretar el SOBRESEIMIENTO del presente juicio, en razón de que no se acredita la existencia de los actos impugnados, de acuerdo a los razonamientos vertidos en este considerando.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 1º, 2º, 229 fracción V y VIII, 231, 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio contencioso administrativo, por las razones contenidas en el considerando Cuarto de esta sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Rubricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

